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1.	 INTRODUCCIÓN

La separación penal entre menores y adultos, con su diferente res-
puesta punitiva, surge a finales del siglo xix con los tribunales pena-
les de menores en Chicago (Illinois), creados a través de la Juvenile 
Court Act of Illinois de 1899 1. Estos tribunales se fueron extendiendo 
por Estados Unidos y Europa a lo largo del siglo xx bajo la convicción 
de que los menores de edad debían recibir un tratamiento penal dife-
rente al de los adultos, convirtiéndose en un estándar internacional pre-
sente en diferentes instrumentos normativos internacionales, suscritos, 
entre otros países, por España 2.

1  Sobre la existencia de disposiciones legales en Estados Unidos relativas a la necesidad 
de establecer diferencias entre menores y adultos infractores, anteriores a la creación de los 
tribunales penales de menores de Chicago, vid. Platt, A. M. (1977), The Child Savers: The 
Invention of Delinquency, 2.ª ed., Chicago, University Chicago Press, pp. 101 y ss.

2  Así, por ejemplo, las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la administración 
de la justicia de menores de 1985 («Reglas de Beijing», adoptadas por la Asamblea General 
de Naciones Unidas en su resolución 40/33, de 28 de noviembre de 1985), incluyen, dentro 
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Se trata de una convicción que no solo es política, sino que está 
sustentada por diversas disciplinas científicas, como la Psicología evo-
lutiva y, más recientemente, la Neurociencia evolutiva.

Por lo que se refiere a la Psicología evolutiva, esta disciplina 
pone de manifiesto que en la adolescencia, período de gran proceso 
de transformación tanto física como psicológica, tienen lugar una se-
rie de comportamientos característicos como pueden ser la escasa per-
cepción del riesgo y, por ello, la temeridad 3, la impulsividad, la menor 
capacidad de juicio y de planeamiento, la búsqueda de sensaciones 
nuevas y de gratificación inmediata, la mayor susceptibilidad a la pre-
sión por parte de sus iguales, la mayor orientación al presente que al 
futuro, así como la menor capacidad para controlar sus estados emo-
cionales 4. También es característico de este período la modificación 
de sus pautas de relación social: se produce un distanciamiento de los 
adultos, que hasta ese momento habían sido el principal referente, 
y se empiezan a establecer relaciones, a menudo de gran intensidad 
emocional, con sus iguales en edad. Así, los adolescentes buscan 
una diferenciación con los padres y buscan construirse de forma in-
dependiente a ellos, habitualmente a través del entorno de sus iguales.

sus orientaciones fundamentales que «La justicia de menores se ha de concebir como una 
parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en 
el marco general de justicia social para todos los menores, de manera que contribuya a la 
protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad»; y concibe 
al menor como «todo niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede 
ser castigado por un delito en forma diferente a un adulto». También establece: «En cada 
jurisdicción nacional se procurará promulgar un conjunto de leyes, normas y disposiciones 
aplicables específicamente a los menores delincuentes, así como a los órganos e instituciones 
encargados de las funciones de administración de la justicia de menores, conjunto que tendrá 
por objeto: a)  Responder a las diversas necesidades de los menores delincuentes y al mismo 
tiempo proteger sus derechos básicos; b)  Satisfacer las necesidades de la sociedad […]». 
Por su parte, las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia 
juvenil de 1990 («Directrices de Riad», adoptadas y proclamadas por la Asamblea General 
de Naciones Unidas en su resolución 45/112, de 14 de diciembre de 1990), establecen, en el 
apartado relativo a la legislación y administración de la justicia de menores: «Los gobiernos 
deberán promulgar y aplicar leyes y procedimientos especiales para fomentar y proteger los 
derechos y el bienestar de todos los jóvenes».

3  Señala Spear, L. P. (2000), «The adolescent brain and age-related behavioral manifesta-
tions», Neuroscience and Biobehavioral Reviews, 24, p. 421, que adoptar riesgos supone para 
el adolescente explorar el comportamiento adulto y les aporta autoestima y refuerzo entre el 
grupo de iguales con los que comparte esas actividades, sintiéndose de ese modo más aceptado.

4  Vid., por ejemplo, Cauffman, E.y Steinberg, L., (2000), «(Im)maturity of Judgment in 
Adolescence: Why Adolescents May Be Less Culpable Than Adults», Behavioral Sciences and 
the Law, 18, pp. 747 y ss.; Steinberg, L. (2004), «Risk Taking in Adolescence. What Changes 
and Why?», Annals New York Academy of Sciences, 1021, pp. 54‑55; Steinberg, L. (2009), 
«Adolescent Development and Juvenile Justice», Annual Review of Clinical Psychology, p. 52; 
Delval, J. (2008), El desarrollo humano, pp. 531, 574-575, 577, 582 y 584; Levick, M., Feier-
man, J., Kelley, S.M y Goldstein, N., (2012), «The Eight Amendment Evolves: Defining 
Cruel and Unusual Punishment through the Lens of Childhood and Adolescence», University 
of Pennsylvania Journal of Law and Social Change, vol. 15, 3, pp. 293 y ss.
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Como se verá en el siguiente epígrafe, la Neurociencia evolu-
tiva ha demostrado, por vías diferentes, que las conclusiones de la 
Psicología evolutiva son acertadas, y ello tiene que ver con las trans-
formaciones que tienen lugar en el cerebro desde la infancia hasta 
la adolescencia y desde la adolescencia hasta la edad adulta. Y las con-
clusiones aportadas por ambas disciplinas son cruciales para abordar 
la capacidad de culpabilidad de los menores de edad.

2.	 LO QUE REVELA LA NEUROCIENCIA  
EVOLUTIVA SOBRE EL CEREBRO DEL NIÑO  
Y DEL ADOLESCENTE Y SOBRE SU CAPACIDAD  
DE RESPONSABILIDAD PENAL 5

Los estudios realizados sobre la evolución del cerebro desde que se 
es un niño hasta que se alcanza la edad adulta revelan que el volumen 
de un cerebro humano aumenta a lo largo de los primeros años de vida, 
manteniéndose a partir de entonces relativamente estable. Entre los 6 
y los 8 años el peso total del cerebro alcanza aproximadamente un 90 
por ciento del correspondiente a un cerebro adulto 6, pero los cambios 
de maduración en determinadas regiones del cerebro continúan a lo 
largo de la adolescencia e incluso de la edad adulta 7.

Una de las últimas partes del cerebro en madurar es el córtex pre-
frontal, la capa externa del lóbulo frontal del cerebro 8, que no se de-
sarrolla de forma completa hasta la tercera década de la vida de una 
persona 9. La importancia del córtex prefrontal reside, por un lado, 
en que es la parte del cerebro implicada en comportamientos cogniti-
vos complejos como la función inhibitoria, necesaria para el proceso 
de toma de decisiones 10 y, por otro, en que es donde residen los circui-

5  Cfr. Pozuelo Pérez, L.,(2015), «Sobre la responsabilidad penal de un cerebro adoles-
cente. Aproximación a las aportaciones de la Neurociencia acerca del tratamiento penal de los 
menores de edad», InDret, 2, pp. 5‑10.

6  Giedd, J. N. (2004), «Structural Magnetic Resonance Imaging of the Adolescent Brain», 
Annals New York Academy of Sciences 1021, p. 79, quien señala que esta conclusión resulta 
contraintuitiva atendiendo al hecho de que el perímetro craneal cambia a lo largo de la infancia 
(aproximadamente 2 pulgadas en los chicos y 1,9 en las chicas) desde los 4 hasta los 18 años; 
pero ello se debe sobre todo a un incremento del grosor del cráneo, no del tamaño del cerebro.

7  Huttenlocher, P. R., (1979), «Synaptic Density in Human Frontal Cortex – Develop-
mental Changes and Effect of Aging», Brain Research, 163, p. 202; Tamnes, C. K. et al. (2010), 
«Brain Maturation in Adolescence and Young Adulthood: Regional Age-Related Changes in 
Cortical Thickness and White Matter Volume and Microstructure», Cerebral Cortex, 20, p. 534.

8  Saunders, K. W. (2005), «A Disconnect Between Law and Neuroscience: Modern Brain 
Science, Media Influences, and Juvenile Justice», Utah Law Review, p. 705, n.p. 85.

9  Sowell, E. R. et al. (1999), «In vivo evidence for post-adolescent brain maturation in 
frontal and striatal regions», Nature Neuroscience, vol. 2, No 10, p. 859.

10  Gruber, S. A. y Yurgelun-Todd, A., (2005), «Neurobiology and the Law: a Role in 
Juvenile Justice», Ohio State Journal of Criminal Law, 3, pp. 322 y 323; Huttenlocher, P. R. y 
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tos neuronales responsables de funciones como la capacidad de planear, 
la memoria activa o el control de los impulsos 11. Como puede apreciar-
se, se trata de funciones que pueden resultar claves en comportamientos 
que pueden tener relevancia penal.

En el paso de la infancia a la adolescencia las áreas corticales 
del cerebro continúan densificándose con la proliferación de conexiones 
neuronales. En la parte frontal del cerebro, la materia gris — formada 
por cuerpos neuronales — alcanza su mayor nivel de volumen en torno 
a los 11 años en las chicas y a los 12 en los chicos. A partir de aquí, 
las conexiones menos usadas son eliminadas 12, haciendo que el cerebro 
sea más eficiente, al permitirle cambiar estructuralmente en función 
de las demandas de desarrollo 13.

El córtex prefrontal es la parte del cerebro que coordina tanto 
los procesos cognitivos al más alto nivel como las funciones ejecutivas, 
que son un grupo de habilidades cognitivas necesarias para el com-
portamiento dirigido a objetivos, como el planeamiento, la inhibición 
de respuesta, la memoria activa o la atención. Estas habilidades per-
miten a un individuo tomar el tiempo suficiente para evaluar una si-
tuación, analizar las opciones, planear un curso de acción y llevarlo 
a cabo. Si las funciones ejecutivas están menos desarrolladas ello 
implica una mayor dificultad de planeamiento, de atención o mayor 
inflexibilidad mental, lo que podría menoscabar la capacidad de juicio 
o de toma de decisiones.

En el cerebro humano la maduración neuronal tiene lugar a través 
de una serie de pasos básicos, como son la sobreproducción sináptica, 
la eliminación de las conexiones neuronales menos utilizadas y la mie-
linización 14, que no se completa hasta los 20 años o incluso más tarde 15. 

Dabholkar, A. S. (1997), «Regional Differences in Synaptogenesis in Human Cerebral Cortex», 
The Journal of Comparative Neurology, 387, p. 178.

11  Sowell, E. R. et al. (1999), op. cit., p. 859.Vid. también Gur, R. C., (2005a), «Brain 
Maturation in Juveniles: Some Implications for behavior and its control», pp. 5‑6 y 16; Johnson, 
S. B., Blum, R. W. y Giedd, J. A., (2009), «Adolescent Maturity and the Brain: The Promise 
and Pitfalls of Neuroscience Research in Adolescent Health Policy», Journal of Adolescent 
Health, 456, p. 217.

12  Este proceso se denomina pruning, que se podría traducir como poda de las conexiones 
menos utilizadas.

13  Giedd, J. N. (2004), op. cit., pp. 82‑83.
14  La mielina, que actúa como un aislante de las conexiones neuronales, permite que los 

impulsos nerviosos viajen a través del cerebro de forma más rápida y eficiente, facilitando la ac-
tividad cerebral: en este sentido, señala Giedd, J. N. (2004), op. cit., p. 80, que la velocidad de las 
neuronas mielinizadas es 100 veces superior a la de las no mielinizadas, facilitando una mayor 
complejidad cognitiva y la habilidad de combinar con acierto información de diferentes fuentes.

15  Como ya demostraron Yakovlev, P. L. y Lecours, A. R. (1967), «The myelogenetic 
cycles of regional maturation of the brain», Regional Development of the Brain in Early Life 
pp. 64, al verificar que el proceso de mielinización no terminaba en el primer año de vida, sino 
que continuaba en algunos sistemas del lóbulo frontal del cerebro, aunque fuera lentamente, 
hasta los años de madurez. Las conclusiones aportadas por estos autores siguen sosteniéndose 
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Son estos pasos los que aumentan las capacidades del cerebro para trans-
ferir información entre diferentes regiones de forma eficiente, asegurando 
no solo el desarrollo de habilidades como, por ejemplo, el control de los 
impulsos sino, además, su uso de forma consistente. Por ello, el hecho 
de que en los adolescentes exista una menor maduración cortical puede 
dar lugar a comportamientos impulsivos o a la adopción de decisiones 
menos meditadas — que pueden trasgredir la legalidad —, ya que son me-
nos capaces cognitivamente de seleccionar estrategias conductuales aso-
ciadas con la autorregulación, el juicio o la planificación 16.

Otro de los aspectos que son relevantes en relación con las posi-
bilidades de llevar a cabo comportamientos potencialmente delictivos 
reside en el hecho de que los adolescentes suelen asumir más riesgos 
y comportarse de forma más temeraria. Y esto también está relacio-
nado con la evolución del cerebro adolescente. Así, señala Steinberg 
que este tipo de comportamientos más arriesgados son el resultado 
de la interacción entre las modificaciones que se producen en dos 
sistemas neurobiológicos distintos: el sistema socioemocional 17 y el 
sistema de control cognitivo 18, que no evolucionan de forma paralela 
en el tiempo. Los cambios en el sistema socioemocional en la pubertad 
pueden dar lugar a comportamientos temerarios, de búsqueda de sen-
saciones, tanto durante la temprana como en la media adolescencia, 
mientras que las regiones del córtex prefrontal que gobiernan el control 
cognitivo maduran más tardíamente, a lo largo de toda la adolescencia 
e incluso al inicio de la edad adulta 19.

Partiendo de este modelo de sistema dual, añade Steinberg que la 
adopción de riesgos por parte del adolescente se ve estimulada por un 

hoy en día con los modernos sistemas de neuroimagen. En este sentido, vid. Johnson, S. B., 
Blum, R. W. y Giedd, J. A., (2009), op. cit., p. 217. Vid. también Giedd, J. N. et al. (1999), 
«Brain Development during Childhood and adolescence: a longitudinal MRI Study», Nature 
Neuroscience, 2, pp. 861‑863; Gur, R. C. (2005b), «Brain Maturation and Its Relevance to 
Understanding Criminal Culpability of Juveniles», Current Psychiatry Reports, 7, pp. 293‑294 
y 295; Casey, B. J., Jones, R. M. y Somerville, L. H. (2011), «Braking and Accelerating of the 
Adolescent Brain», Journal of Research on Adolescence, 1, pp. 24 y ss.

16  Huttenlocher, P. R. y Dabholkar, A. S. (1997), op. cit., p. 167; Luna, B. y Sweeney, 
J. A. (2001), «Studies of Brain and Cognitive Maturation Through Childhood and Adolescen-
ce: A Strategy for Testing Neurodevelopmental Hypotheses», Schizophrenia Bulletin, 27 (3), 
pp. 443‑445 y 447; Giedd, J. N. (2004), op. cit., p. 82; Gogtay, N. et al. (2004), «Dynamic 
mapping of human cortical development during childhood through early adulthood», Procee-
dings of the National Academy of Sciences of the United States of America, vol. 101, núm. 21, 
pp. 8177‑8178; Kelley, A. E., Schochet, T. y Landry, C. F. (2004), «Risk Taking and Novelty 
Seeking in Adolescence», Annals New York Academy of Sciences, p. 28; Gur, R. C., (2005a), 
op. cit., p. 16; Johnson, S. B., Blum, R. W. y Giedd, J. A., (2009), op. cit., p. 217.

17  Que está localizado en las áreas límbica y paralímbica del cerebro, incluyendo la amíg-
dala, el estrato ventral, el córtex medio prefrontal y el surco superior temporal —Steinberg, 
L., (2009), op. cit., p. 54.

18  Compuesto principalmente por las cortezas parietal y lateral prefrontal y aquellas partes 
de la corteza cingular con las que están interconectadas —Steinberg, L., (2009), op. cit., p. 54.

19  Steinberg, L., (2009), op. cit., p. 55.
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rápido e intenso incremento de la actividad de un neurotransmisor, 
la dopamina, en el sistema socioemocional durante la pubertad, que pa-
rece estar relacionada con un incremento de la búsqueda de recom-
pensa 20. Según este autor, ese incremento se anticipa a la madura-
ción estructural del sistema de control cognitivo y a sus conexiones 
con el sistema socioemocional. Es ese lapso temporal entre el despertar 
del sistema socioemocional, que se produce en la temprana adoles-
cencia, y la completa maduración del sistema de control cognitivo, 
que tiene lugar más tarde, el que da lugar a que durante la mitad de la 
adolescencia exista un período de elevada inestabilidad respecto de la 
adopción de conductas peligrosas 21.

Señala, asimismo, Steinberg que a pesar del hecho de que en mu-
chos aspectos los adolescentes pueden resultar tan inteligentes como 
los adultos, su habilidad para regular su comportamiento de acuerdo 
con esas avanzadas habilidades intelectuales resulta más limitada 22: 
lo que distingue a los adolescentes de los adultos en este punto no es 
que aquellos no sean capaces de conocer los riesgos, sino el hecho 
de que los adolescentes les conceden más valor a las recompensas 
que aporta la conducta arriesgada 23, lo que, naturalmente, puede tener 
relevancia penal.

20  También Santesso, D. L. y Segalowitz, S. J. (2008), «Developmental Differences in 
Error-Related ERPs in Middle- to Late- Adolescent Males», Developmental Psychology, 44, 
p. 215, han señalado la importancia de la dopamina para las funciones cognitivas complejas 
del cerebro como la regulación emocional, el juicio y el control inhibitorio, muchas de las 
cuales están asociadas con el córtex prefrontal. El crecimiento de los aportes de dopamina en 
el córtex prefrontal durante la adolescencia representa uno de los mecanismos neuronales que 
incrementan la capacidad de una mayor madurez de juicio y del control inhibitorio. Señalan 
estos autores que estudios realizados sobre animales sugieren que la mayor predisposición 
hacia la novedad y el riesgo puede reflejar cambios dopaminérgicos que tienen lugar en el 
circuito de recompensa del cerebro, incluyendo áreas del córtex prefrontal, áreas límbicas 
y el córtex intermedio entre ambas regiones. Reconocen, no obstante, estos autores que 
son necesarios más estudios sobre los efectos de la dopamina y las relaciones entre esta y 
la consolidación del aprendizaje (sobre esto último vid. también Steinberg, L. (2008), «A 
Social Neuroscience Perspective on Adolescent Risk-Taking», Developmental Review, 28, 
pp. 78 y ss.

21  Steinberg, L., (2009), op. cit., p. 54; Steinberg, L. (2012), «Should the Science of 
Adolescent Brain Development Inform Public Policy?», Issues in Science and Technology, 
p. 71. Sobre el substrato neurobiológico de la relación entre la sensibilidad a la recompensa y 
la adopción de comportamientos arriesgados en adolescentes, vid. también Galvan, A., Hare, 
T., Voss, H., Glover, G. y Casey, B. J. (2007), «Risk-taking and the adolescent brain: who is at 
risk?, Developmental Science, 10:2, pp. 12‑13; Van Leijenjorst, L., Moor, B. G., Macks, Z. A., 
Rombouts, S., Westenberg, P. M. y Crone, E. A. (2010), «Adolescent risky decision-making: 
Neurocognitive development of reward and control regions», Neuroimage, 51, p. 354; Dreyfuss, 
M. et al. (2014), «Teens Impulsively React rather than Retreat from Threat», Developmental 
Neuroscience, pp. 6‑7.

22  Steinberg, L., (2009), op. cit., p. 55; Steinberg, L. (2012), op. cit., p. 71; afirma que el 
cerebro de los adolescentes no es «defectuoso»: la adolescencia es un estadio del desarrollo, no 
es un trastorno, una enfermedad mental o un defecto.

23  Steinberg, L., (2009), op.cit, p. 57; Steinberg, L. (2012), op. cit., p. 71.
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Llegados a este punto, la pregunta es si los avances neurocientífi-
cos sobre el cerebro adolescente permiten extraer conclusiones direc-
tas sobre la mayor o menor capacidad de culpabilidad de los menores 
de edad.

No pocos estudios concluyen que cabe afirmar la existencia de una 
responsabilidad o culpabilidad disminuida en los adolescentes basán-
dose en su inmadurez psicológica y neurobiológica 24. No obstante 
lo anterior, algunas de las investigaciones de la Neurociencia evolutiva 
también se han mostrado cautelosas respecto del carácter concluyente 
que las aportaciones de esta ciencia pueden llegar a tener en relación 
con la responsabilidad penal de los menores de edad 25, dado que las 
técnicas de neuroimagen no pueden determinar la capacidad de madu-
rez en función de la edad 26.

Pero no cabe duda de que las aportaciones de las investigaciones 
neurocientíficas sobre la evolución del cerebro adolescente, aunque 
puedan no resultar concluyentes o determinantes en relación con la ca-
pacidad de responsabilidad penal de los adolescentes, aportan indicios 
más que suficientes para poder afirmar que entre los adolescentes y los 
adultos existen diferencias de tal relevancia que justifican la necesidad 
de un diferente trato por parte del sistema de justicia penal.

3.	 ¿QUÉ REFLEJO HAN TENIDO  
LAS APORTACIONES DE LA NEUROCIENCIA 
EVOLUTIVA EN LOS TRIBUNALES PENALES?

Los resultados que la Neurociencia evolutiva ha aportado en tor-
no a la responsabilidad penal de los adolescentes han tenido reflejo 

24  Cauffman, E., Woolard, J. y Reppucci, N. D. (1999), «Justice for Juveniles: New 
Perspectives on Adolescents´ Competence and Culpability», Quinnipiac Law Review, 18, 
pp. 415‑419; Cauffman, E. y Steinberg, L., op. cit., pp. 756‑759; Feld B. C. (2003), «Com-
petence, Culpability and Punishment: Implications of Atkins for Executing and Sentencing 
Adolescents», Hofstra Law Review, vol. 32, 2, pp. 552‑553; Federle, K. H. y Skendelas, P. 
(2009), «Thinking Like a Child: Legal Implications of Recent Developments in Brain Research 
for Juvenile Offenders», en Law, Mind and Brain, London: Routledge, pp. 202, 207 y 213; 
Schad, «Adolescent Decision Making: Reduced Culpability in the Criminal Justice System and 
Recognition of Culpability in Other Legal Contexts», Journal of Health Care Law and Policy, 
vol. 14, 2, 2011, p. 403; Levick, M., Feierman, J., Kelley, S.M y Goldstein, N., (2012), op. cit., 
pp. 293‑295; Steinberg, L. (2012), op. cit., pp. 75‑76; Cohen, A. O. y Casey, B. J. (2014), «Rewi-
ring juvenile justice. The intersection of developmental neuroscience and legal policy», Trends in 
cognitive science, vol. 19, núm. 2, p. 65. Como se verá en el epígrafe siguiente, la jurisprudencia 
de la Corte Suprema norteamericana ha considerado, desde Roper vs. Simmons (543 U. S. 551, 
2005), que los adolescentes son «categóricamente menos culpables que el delincuente medio».

25  Sobre la necesidad de proceder con cautela a la hora de incorporar a la ley los resultados 
de las investigaciones sobre la mente juvenil, Gazzaniga, M. S. (2011), «Neuroscience in the 
Courtroom», Scientific American, vol. 304, p. 59.

26  Johnson, S. B., Blum, R. W. y Giedd, J. A., (2009), op. cit., p. 217.
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en varias sentencias de la Corte Suprema de Estados Unidos respecto 
de sujetos que habían cometido delitos, en su mayor parte graves, antes 
de cumplir los 18 años de edad 27.

El primer caso que ha de destacarse es Roper vs. Simmons (543 
U. S. 551, 2005), cuyos antecedentes fueron los siguientes: en 1993 
Christopher Simmons fue condenado en el estado de Missouri a pena 
de muerte por haber cometido un asesinato cuando tenía 17 años. 
La Corte Suprema de Missouri accedió a la solicitud de conmutar 
la pena de muerte por cadena perpetua, fallo que fue recurrido ante 
la Corte Suprema de Estados Unidos, que lo confirmó. Lo significati-
vo de este caso es que la petición que se hizo ante la Corte Suprema 
de Missouri fue acompañada por informes de diferentes asociaciones 
de Medicina, Psiquiatría y Psicología como amici curiae; en concreto, 
uno de los informes señalaba lo siguiente:

La mente del adolescente funciona de forma diferente a la nuestra. 
Los padres lo saben. Este Tribunal lo ha dicho. Los legisladores lo han 
presumido durante décadas o más. Y ahora, nuevas pruebas científicas 
arrojan luz sobre las diferencias.

Los científicos han documentado las diferencias en varias dimensio-
nes. Los adolescentes, incluso a los 16 o 17 años, son más impulsivos 
que los adultos. Subestiman los riesgos y sobrevaloran los beneficios 
a corto plazo. Son más susceptibles al estrés, más volátiles emocional-
mente y menos capaces de controlar sus emociones que los adultos.

En resumen, no cabe esperar que el adolescente medio actúe con el 
mismo control o previsión que un adulto maduro.

Los científicos del comportamiento llevan tiempo observando estas 
diferencias. Sin embargo, solo recientemente los estudios han aportado 
pruebas de diferencias concretas con base anatómica.

La tecnología más avanzada de obtención de imágenes cerebrales 
revela que algunas regiones del cerebro adolescente no alcanzan un es-
tado de madurez plena hasta después de los 18 años. Estas regiones 
son precisamente las asociadas al control de los impulsos, la regulación 
de las emociones, la evaluación del riesgo y el razonamiento moral. 
Los cambios críticos en el desarrollo de estas regiones solo se producen 
al final de la adolescencia.

Las conclusiones más destacables a las que llega este informe de di-
versas asociaciones médicas y psiquiátricas son las siguientes:

… no se puede esperar de un adolescente normal que se maneje 
con el nivel de madurez, juicio, aversión al riesgo o control de impulsos 

27  Destaca Steinberg, L., (2017), «Adolescent Brain Science and Juvenile Justice Po-
licymaking», American Psychological Association, 23, 4, p. 418, lo asombroso que resulta 
comprobar cómo las políticas y la puesta en práctica del sistema de justicia juvenil en Estados 
Unidos están mucho más alineadas que hace 15 años con las aportaciones de la ciencia evolutiva.
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como un adulto. No se puede esperar de los adolescentes que trascien-
dan sus propias capacidades psicológicas o biológicas […].

La ciencia, por supuesto, no puede medir la culpabilidad moral. Pero 
los científicos pueden, en todo caso, arrojar luz sobre ciertos atributos 
susceptibles de medición que la ley durante tiempo ha tratado como 
sumamente relevantes para la culpabilidad.

… los adolescentes mayores no son simplemente adultos en minia-
tura, con menos experiencia o sabiduría. No están tan preparados como 
los adultos para emplear el razonamiento moral y ajustar su conducta 
en consecuencia. Estos déficits neurológicos, fisiológicos y psicológicos 
son exactamente las características que esta Corte ha identificado como 
garantía de una categórica exención de la pena de muerte.

La sentencia Roper vs. Simmons tuvo la enorme importancia de de-
clarar inconstitucional la pena de muerte para quien había cometido 
delitos antes de cumplir los 18 años, por entender que contradecía 
la Octava Enmienda de la Constitución de Estados Unidos, que prohíbe 
los castigos crueles e inusuales.

Dentro de sus razonamientos es destacable el siguiente:

Tres diferencias generales entre los menores de 18 años y los adul-
tos demuestran que los delincuentes juveniles no pueden clasificarse 
con fiabilidad entre los peores delincuentes. En primer lugar, como 
sabe cualquier padre y como tienden a confirmar los estudios científicos 
y sociológicos que citan el demandado y sus amici, «[la] falta de madu-
rez y un sentido de la responsabilidad poco desarrollado se dan en los 
jóvenes con más frecuencia que en los adultos y son más comprensibles 
entre los jóvenes. Estas cualidades suelen dar lugar a acciones y deci-
siones impetuosas y poco meditadas». […].

La segunda diferencia es que los menores son más vulnerables 
o susceptibles a las influencias negativas y a las presiones externas, 
incluida la presión de los compañeros. Eddings, supra, en 115 («[La] 
juventud es más que un hecho cronológico. Es un momento y una con-
dición de la vida en la que una persona puede ser más susceptible a la 
influencia y al daño psicológico»). Esto se explica en parte por la cir-
cunstancia imperante de que los menores tienen menos control, o menos 
experiencia de control, sobre su propio entorno. […]

La tercera gran diferencia es que el carácter de un menor no está 
tan bien formado como el de un adulto. Los rasgos de personalidad 
de los menores son más transitorios, menos fijos.

La siguiente sentencia relevante de la Corte Suprema de los Estados 
Unidos es Graham vs. Florida (560 U. S., 2010), que dio el siguiente 
paso: ante el supuesto de un sujeto que tenía 16 años cuando cometió 
un robo junto a otros delitos, y que había sido condenado a cadena 
perpetua sin posibilidad de libertad condicional, esta sentencia deci-
dió que este tipo de sanción, en caso de delitos que no atentaran contra 
la vida, también contradecía la Octava Enmienda, por ser un castigo 
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cruel e inusual. La Corte Suprema afirmó en este caso que la cadena 
perpetua sin libertad condicional era «la segunda sanción más dura per-
mitida por la ley», que resultaba más gravosa para un menor de edad, 
puesto que iba a afectar a «un mayor porcentaje de su vida en prisión 
que un infractor adulto» y que su no imposición «ofrece al joven in-
fractor una oportunidad para demostrar madurez y reforma». De esta 
sentencia es especialmente destacable la siguiente afirmación:

No hay datos recientes que justifiquen la reconsideración de las 
observaciones del Tribunal en el caso Roper sobre la naturaleza de los 
menores. Como señalan los amici del peticionario, los avances de la 
psicología y la ciencia del cerebro siguen mostrando diferencias fun-
damentales entre las mentes de los menores y los adultos. Por ejemplo, 
las partes del cerebro implicadas en el control del comportamiento si-
guen madurando hasta el final de la adolescencia.

Posteriormente, el caso Miller vs. Alabama (567 U. S. 2012) ex-
tendió estos argumentos incluso a los supuestos en los que el menor 
de edad hubiera cometido homicidio o asesinato, considerando, por tan-
to, que también se contradecía la Octava Enmienda cuando se impo-
nía la cadena perpetua sin posibilidad de libertad condicional a quien 
hubiera cometido delitos muy graves antes de haber cumplido los 18 
años 28.

También aquí son destacables los argumentos invocados por las 
asociaciones nacionales de psicología, psiquiatría y trabajo social como 
amici curiae, argumentos que fueron expresamente reconocidos en la 
sentencia de la Corte Suprema:

Es cada vez más claro que el cerebro adolescente no está comple-
tamente maduro en regiones y sistemas relacionados con funciones 
ejecutivas de alto nivel como el control de impulsos, la planificación 
y la evitación de riesgos. Esta inmadurez anatómica y funcional está 
en consonancia con la demostrada inmadurez psicosocial (que es social 
y emocional) de los jóvenes.

Se adhirió a Miller vs. Alabama, reconociendo sus conclusiones, 
la sentencia Montgomery vs. Louisiana (577 U. S. 2016) e incluso la sen-
tencia Jones vs. Mississippi (593 U. S. 2021), aunque retorció las con-
clusiones de Miller vs. Alabama para afirmar qué cadenas perpetuas 
sin posibilidad de revisión podían ser inconstitucionales y cuáles no 29.

28  En esta sentencia se señala que Graham vs. Florida se aplicó solo a delitos no constituti-
vos de homicidio, pero «nada de lo que se ha dicho sobre los niños — sobre sus rasgos mentales 
característicos (y transitorios) y su vulnerabilidades ambientales — es específico de un delito. 
Estos rasgos son evidentes del mismo modo y en el mismo grado cuando un robo frustrado se 
convierte en un asesinato».

29  En el caso Jones vs. Mississippi, sobre un menor de 15 años que mató a su abuelo, la 
Corte Suprema afirmó que infringía la Octava Enmienda condenar a un menor de edad a cadena 
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Es necesario añadir que las aportaciones de la Neurociencia evolu-
tiva no solo han influido en los tribunales penales en Estados Unidos 30, 
sino también en su legislación sobre la responsabilidad penal de los 
menores de edad. Así, la legislación «Raise the age» (RTA) del Estado 
de Nueva York, aprobada en 2018 y 2019, supuso un relevante cambio 
respecto de la edad penal. Antes de la RTA, Nueva York era uno de los 
dos estados que situaban la mayoría de edad penal en los 16 años, 
momento a partir del cual eran juzgados como adultos; pero la RTA 
cambió la mayoría de edad de responsabilidad penal a:

—  17 años a partir del 1 de octubre de 2018.
—  18 años a partir del 1 de octubre de 2019 31.
Es importante destacar que esta legislación afirma estarse basando 

en que la investigación científica ha demostrado que procesar y colo-
car a los niños en el sistema de justicia penal de adultos no funciona 32.

Como cierre de este apartado considero necesario mencionar que al-
gunas voces, como la de Ard o Patz, creen que en Estados Unidos 

perpetua sin posibilidad de revisión en casos de homicidio siempre y cuando esta condena fuera 
de imposición automática, esto es, obligatoria (Mínguez Rosique, M., (2021), «¿Cadena perpetua 
no revisable para menores de edad? Jones vs. Mississippi: crónica de un retroceso constitucional. 
Comentario a la Sentencia del Tribunal Supremo de los Estados Unidos de 22 de abril de 2021»., 
InDret, (3), pp. 323 y ss.). Retorciendo el contenido de la sentencia Miller vs. Alabama, la Corte 
Suprema afirma en Jones vs. Mississippi que aquella exigía que la cadena perpetua sin libertad 
condicional fuera obligatoria para que existiera contradicción con la Octava Enmienda. Y, a partir 
de ahí, considera que, en los casos en que el juez tenga discrecionalidad para imponer o no una 
prisión perpetua sin posibilidad de revisión, si opta por imponerla, no supondría una condena in-
constitucional. Y ello porque, según este nuevo giro de la Corte Suprema, es esa discrecionalidad la 
que permite al juez considerar la juventud del acusado y garantizar que la cadena perpetua solo se 
imponga en casos en los que esa sentencia sea apropiada a la vista de la edad que tenía el acusado 
cuando cometió el delito. Vid. Pozuelo Pérez L. (2024), «Pena de muerte y cadena perpetua para 
menores infractores: la necesidad de combatir la crueldad con los estándares de decencia», Revista 
de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, vol. 54, núm. 140, pp. 15‑16.

30  Sobre las posibilidades de utilizar pruebas neurocientíficas en tribunales penales de meno-
res, vid. Santostefano, C. M. (2017-2018), «Juvenile Justice Reform in New York: Prosecuting 
the Adolescent Brain», Syracuse University Journal of Sciences and Technology, 122, pp. 129‑130.

31  Desde el 10 de enero de 2019 ya se habían aprobado otras modificaciones legislativas 
relevantes: los adolescentes de 16 y 17 años de edad acusados de delitos menores en virtud de la 
Ley Penal se consideran delincuentes juveniles y sus casos se deciden en el Tribunal de Familia; 
los adolescentes de 16 y 17 años de edad acusados de delitos menores en virtud de la Ley de 
Vehículos y Tráfico se consideran adultos y sus casos se deciden en el tribunal penal local; los 
adolescentes de 16 y 17 años acusados de delitos graves se consideran adolescentes infractores y 
sus casos comienzan en la Sala de Menores del Tribunal Supremo o del Tribunal de Condado; los 
adolescentes infractores cuyos casos se trasladan de la Parte Juvenil del Tribunal Supremo o del 
Tribunal de Condado al Tribunal de Familia, se considerarán entonces Delincuentes Juveniles. 
Si son acusados de un delito grave bajo la Ley Penal o la Ley de Vehículos y Tráfico, y también 
son acusados de un delito menor bajo la Ley de Vehículos y Tráfico, todos los cargos pueden ir 
juntos a la Parte Juvenil. Los delitos graves pueden ser enviados al Tribunal de Familia, pero el 
delito menor bajo la Ley de Vehículos y Tráfico permanecerá en la Parte Juvenil o será enviado 
al tribunal penal local (https://www.nycourts.gov/courthelp/criminal/RTA.shtml).

32  https://www.nycourts.gov/courthelp/criminal/RTA.shtml.
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la edad penal para la aplicación de legislación penal juvenil no debería 
detenerse en los 18 años, sino llegar hasta los 21.

Ard defiende esta propuesta con los siguientes argumentos:

Si el Tribunal sostuvo que una autoridad sentenciadora debe te-
ner la oportunidad de considerar los rasgos distintivos de la juventud 
al condenar a personas con cerebros inmaduros, y si pruebas científicas 
fidedignas indican que los cerebros de las personas de entre diecio-
cho y veintiún años a menudo siguen siendo inmaduros, lógicamente 
las protecciones esbozadas en Miller, Graham y Roper deben aplicarse 
al menos en cierta forma a los delincuentes jóvenes mayores de diecio-
cho años. […]

Como demuestran los estudios descritos anteriormente, los cerebros 
de los adultos jóvenes de entre dieciocho y veintiún años a menudo con-
servan rasgos de la adolescencia distintos de los cerebros más desarro-
llados de los individuos mayores de veintiún años. Estos estudios indi-
can que algunos individuos dentro de este rango de edad poseen rasgos 
de un cerebro inmaduro — responsabilidad disminuida, susceptibilidad 
a la presión negativa del entorno y receptividad a la rehabilitación — 
que el Tribunal Supremo contempló al articular las protecciones de las 
sentencias para los menores.

Dado que algunas personas dentro de este rango de edad conservan 
características clave de la adolescencia, los sistemas de imposición 
de penas deben permitir la extensión de las protecciones que el Tribunal 
ha concedido a los menores a las personas de entre dieciocho y veintiún 
años. En otras palabras, en los casos en que una persona es condenada 
por un delito que cometió cuando tenía entre dieciocho y veintiún años, 
la ley debe dejar espacio para que la autoridad que dicta la sentencia 
(ya sea un juez o un jurado) determine, basándose en las circunstan-
cias específicas del caso y en las características del delincuente, si este 
presentaba en el momento de cometer el delito rasgos asociados a la 
juventud. Si, después de esta investigación preliminar, la autoridad 
sentenciadora determina que el delincuente presentaba rasgos que in-
dicaban un cerebro inmaduro, la sentencia debe proceder como si el 
delincuente fuera un menor en el momento del delito, y deben aplicarse 
las protecciones de la sentencia, que el Tribunal ha articulado en Miller, 
Graham y Roper 33.

Por su parte, Patz afirma que:

existen pruebas suficientes que demuestran que trasladar la edad 
de culpabilidad penal adulta a los veintiún años reflejaría adecuada-
mente tanto el razonamiento proporcionado por la Corte Suprema para 
la capacidad disminuida en menores de dieciocho años como la ciencia 
moderna del desarrollo del cerebro adolescente, al tiempo que equilibra-
ría adecuadamente todos los intereses implicados. Así pues, Nueva York 

33  Ard, M., (2020), «Coming of Age: Modern Neuroscience and the expansion of Juvenile 
Sentencing Protections», Alabama Law Review, 72, p. 526.
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debería aumentar la edad de culpabilidad penal para incluir a los delin-
cuentes juveniles de dieciocho a veinte años en el sistema de menores 34.

Como se verá a continuación, esta es precisamente una propuesta 
que se contenía en nuestra LO 5/2000, pero que nunca llegó a aplicarse 
y que finalmente fue eliminada de su articulado.

4.	 ¿QUÉ REFLEJO HAN TENIDO  
LAS APORTACIONES DE LA NEUROCIENCIA 
EVOLUTIVA EN LA LEY ORGÁNICA 5/2000 
REGULADORA DE LA RESPONSABILIDAD  
PENAL DE LOS MENORES?

Lo primero que hay que señalar es que la entrada en vigor de la 
LO 5/2000 aportó algo muy positivo: la elevación de la edad penal 
mínima de 12 años a 14 y de la edad penal máxima de 16 a 18, pues 
hasta ese momento la responsabilidad penal del menor se establecía 
entre los 14 y los 16 años y desde los 16 a los 18 años se respondía 
como un adulto aunque la pena se impusiera de forma atenuada. Fue un 
gran avance, sin duda acorde con las conclusiones que la Neurociencia 
aporta sobre los niños y los adolescentes.

La explicación que dio el legislador del año 2000 en la Exposición 
de Motivos respecto de esta decisión fue la siguiente:

… la edad límite de dieciocho años establecida por el Código Penal 
para referirse a la responsabilidad penal de los menores precisa de otro 
límite mínimo a partir del cual comience la posibilidad de exigir esa res-
ponsabilidad y que se ha concretado en los catorce años, con base en la 
convicción de que las infracciones cometidas por los niños menores 
de esta edad son en general irrelevantes y que, en los escasos supues-
tos en que aquéllas pueden producir alarma social, son suficientes 
para darles una respuesta igualmente adecuada en los ámbitos familiar 
y asistencial civil, sin necesidad de la intervención del aparato judicial 
sancionador del Estado.

La decisión tanto de no intervenir penalmente en la vida de quien 
es más un niño que un adolescente como de que la respuesta penal 
bascule entre lo sancionatorio y lo educativo creo que responde a las 
conclusiones que hasta ahora hemos visto sobre las especiales caracte-
rísticas de los niños y los adolescentes, demostradas por la neurociencia 
evolutiva, y que evidencian sus claras diferencias con los adultos y, 
por ello, la necesidad de una respuesta penal también diferente.

34  Patz, J. (2023), «Adolescent Brain Development and Crime: Why New York State 
Should Increase the Age of Criminal Culpability to Twenty One Years Old», Cardozo Journal 
Equal Rights & Social Justice, 29, p. 810.
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No obstante, esta importante conclusión en ocasiones parece olvi-
darse, y, lamentablemente, hay ejemplos de ello en nuestra ley penal 
del menor. Veamos cuáles son, y cuándo y cómo han sucedido.

4.1.	 Uno de los primeros olvidos: el cambio  
del contenido del art. 4 de la LO 5/2000

En la redacción original de la LO 5/2000 se preveía la posibilidad 
de extender la aplicación de esta ley a quienes cometieran un delito 
entre los 18 y los 21 años bajo las siguientes condiciones:

1.ª Que el imputado hubiere cometido una falta, o un delito menos 
grave sin violencia o intimidación en las personas ni grave peligro para 
la vida o la integridad física de las mismas, tipificados en el Código 
Penal o en las leyes penales especiales.

2.ª Que no haya sido condenado en sentencia firme por hechos de-
lictivos cometidos una vez cumplidos los dieciocho años. A tal efecto 
no se tendrán en cuenta las anteriores condenas por delitos o faltas im-
prudentes ni los antecedentes penales que hayan sido cancelados, o que 
debieran serlo con arreglo a lo dispuesto en el art. 136 del Código Penal.

3.ª  Que las circunstancias personales del imputado y su grado 
de madurez aconsejen la aplicación de la presente Ley, especialmente 
cuando así lo haya recomendado el equipo técnico en su informe.

La aplicación del contenido del art. 4 en la redacción original de la 
LO 5/2000 quedó en suspenso, en primer lugar, mediante la Disposición 
Transitoria Única de la LO 9/2000, de 22 de diciembre, sobre Medidas 
urgentes para la agilización de la Administración de Justicia y, poste-
riormente, mediante la Disposición Transitoria Única de la LO 9/2002, 
de 10 de diciembre, de Modificación del Código Penal y del Código 
Civil sobre sustracción de menores hasta el 1 de enero de 2007. Fue la 
entrada en vigor de la LO 8/2006 la que derogó el antiguo art. 4, de-
clarando en su Exposición de Motivos que «se suprime definitiva-
mente la posibilidad de aplicar la Ley a los comprendidos entre die-
ciocho y veintiún años». A partir de la modificación producida por la 
LO 8/2006 el art. 4 pasó a tener un contenido completamente diferente, 
regulando los derechos de las víctimas y de las personas perjudicadas 
por las infracciones cometidas por las personas menores de edad 35.

35  Como señala Feijoo Sánchez, B., (2019b), «Disposición final quinta. Cláusula derogato-
ria», en Díaz-Maroto y Villarejo (dir.), Comentarios a la Ley Reguladora de la Responsabili-
dad Penal de los menores, 2.ª ed., Madrid, Civitas-Thomson Reuters, pp. 798‑802, se produjo una 
curiosa situación jurídica en la que el antiguo art. 4 estuvo en vigor algo más de un mes, durante 
parte del periodo de vacatio legis de la LO 8/2006. Debido a que la Disposición Final segunda 
de la LO 8/2006 estableció que dicha ley entraría en vigor a los dos meses de su publicación el 
art. 4 original entró en vigor (tras sucesivas suspensiones que se acaban de mencionar) el 1 de 
enero de 2007 y, por tanto, estuvo vigente hasta el 5 de febrero de 2007, fecha a partir de la que 
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Una parte de la doctrina se muestra a favor de recuperar una regula-
ción como la del antiguo art. 4 de la LO 5/2000. Así, Fernández Molina, 
E. y Bartolomé Gutiérrez, R., consideran que, a pesar de la mayor edad 
biológica, las características cognitivas y psicosociales de muchos su-
jetos entre 18 y 21 años son muy similares a las de aquellos a quienes 
se les aplica la LO 5/2000, siendo especialmente idónea la posibilidad 
de que puedan acceder de este modo a propuestas de justicia restaura-
dora como la conciliación con la víctima, la reparación del daño o me-
didas de intervención comunitaria 36.

Todo ello sería no solo acorde con lo demostrado por la 
Neurociencia evolutiva — y que, como se ha visto, es una propuesta 
compartida por otros países —, sino que, además, permitiría suavizar 
para determinados supuestos la dureza de la intervención penal aplica-
ble a partir de la mayoría de edad, adaptándose a concretas necesidades 
en determinados sujetos.

4.2.	 La previsión legal de poder enviar a un centro  
penitenciario a quien había sido condenado a  
una medida de internamiento en régimen cerrado  
(art. 14 LO 5/2000) y el adelantamiento de edad  
a la que se pueden ser enviados desde 2006

La LO 5/2000 prevé en su art. 14 la posibilidad de que los menores 
de edad que hubiesen sido condenados a una medida de internamiento 

la reforma de la LO 8/2006 entró ya en vigor. Se planteó así un problema de aplicación de la ley 
penal en el tiempo que afectaba no solo a los hechos delictivos cometidos durante ese corto pe-
ríodo, sino también, debido a la aplicación retroactiva de leyes penales favorables al reo, a todos 
los realizados por jóvenes entre 18 y 21 años anteriores a la entrada en vigor de la Ley mientras 
no hubieran acabado de cumplir condena. Este amplio alcance potencial fue, precisamente, el que 
provocó que la mayoría de los órganos de justicia, entre ellos el TS, fuera sumamente restrictiva 
y negara la posibilidad de aplicar lo dispuesto en el antiguo art. 4. A esto se sumó la Instrucción 
de la Fiscalía General del Estado 5/2006 de 20 de diciembre «Sobre los efectos de la derogación 
del art. 4 de la LO 5/2000 de 12 de enero reguladora de la responsabilidad penal de los menores, 
prevista por LO 8/2006 de 4 de diciembre», que se manifestó de inmediato en contra de la apli-
cación del antiguo art. 4 tanto a hechos anteriores como posteriores al 1 de enero de 2007. Este 
autor considera que debió tener lugar una aplicación favorable de la ley penal intermedia no solo 
respecto de los hechos cometidos entre el 1 de enero y el 5 de febrero de 2007, sino también a 
los hechos previos al 1 de enero de 2007 (ibid. p. 817).

36  Fernández Molina, E. y Bartolomé Gutiérrez, R. (2020), «Transferencia de conoci-
miento en el ámbito de la delincuencia y la justicia juvenil», en Fernández Molina, E. y Bar-
tolomé Gutiérrez (dirs.ª), Delincuencia y justicia juvenil en España ¿Qué sabemos?, Valencia, 
Tirant lo Blanch, p. 216. También Feijoo Sánchez considera deseable, aunque reconoce que no es 
demasiado viable, volver a una regulación como la del antiguo art. 4, vid. Feijoo Sánchez, B., 
(2021), «Bases dogmáticas de la Responsabilidad Penal de los Menores» en Abadías, Cámara 
y Arroyo (coords.), Tratado sobre delincuencia juvenil y responsabilidad penal del menor. A 
los 20 años de la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal 
de los menores, p. 336.
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en régimen cerrado puedan terminar de cumplirla en un centro peni-
tenciario. Hasta la reforma de la LO 8/2006 la edad de posible ingreso 
en una cárcel de adultos se establecía en 23 años; a partir de esa refor-
ma el paso a un centro penitenciario puede tener lugar a los 18 o a los 
21 años. Así, el art. 14 establece que el Juez de Menores:

podrá ordenar en auto motivado que su cumplimiento se lleve a cabo 
en un centro penitenciario conforme al régimen general previsto en la 
Ley Orgánica General Penitenciaria si la conducta de la persona inter-
nada no responde a los objetivos propuestos en la sentencia.

No obstante lo señalado en los apartados anteriores, cuando las me-
didas de internamiento en régimen cerrado sean impuestas a quien haya 
cumplido veintiún años de edad o, habiendo sido impuestas con anterio-
ridad, no hayan finalizado su cumplimiento al alcanzar la persona dicha 
edad, el Juez de Menores, oídos el Ministerio Fiscal, el letrado del me-
nor, el equipo técnico y la entidad pública de protección o reforma 
de menores, ordenará su cumplimiento en centro penitenciario conforme 
al régimen general previsto en la Ley Orgánica General Penitenciaria, 
salvo que, excepcionalmente, entienda en consideración a las circuns-
tancias concurrentes que procede la utilización de las medidas previstas 
en los artículos 13 y 51 de la presente Ley o su permanencia en el centro 
en cumplimiento de tal medida cuando el menor responda a los objetivos 
propuestos en la sentencia.

Ya resultaba rechazable que en la LO 5/2000 existiera desde 
su redacción original la posibilidad de enviar a quien fue condenado 
penalmente como menor a terminar de cumplir su condena privativa 
de libertad a un centro penitenciario, aunque la edad prevista entonces 
fueran los 23 años. Pero resulta aún peor que las posibles edades para 
pasar a un centro penitenciario se hayan reducido a 18 o 21 años.

Porque ello significa que la medida de internamiento que se impu-
so a un sujeto cuando era menor de edad penal (entre 14 y 17 años) 
puede llegar a convertirse en una pena de prisión como las que se im-
ponen a los mayores de 18 años, es decir, a los adultos. Dicho de otro 
modo, el art. 14 de la LO 5/2000 tiene el efecto de que las medidas 
se acaban transformando en penas por el mero transcurso del tiempo. 
Evidentemente, si el que fue condenado bajo la ley penal del menor 
es internado en prisión y su internamiento no se diferencia en nada 
del que cumplen los condenados a una pena de prisión, es imposible 
argumentar que dicho internamiento tiene una naturaleza distinta de la 
pena de prisión, pues está sometido a la normativa penitenciaria y, 
por tanto, al mismo régimen y condiciones 37.

37  Vid. Pozuelo Pérez, L. (2020), «Poena sine culpa? Cuando las medidas se convierten 
en penas por el mero transcurso del tiempo», InDret 2, pp. 171‑194.
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Y no puede olvidarse que, como ha demostrado la Criminología, 
la cárcel no solo es criminógena 38, sino que despersonaliza, deso-
cializa y estigmatiza 39, y es a ese entorno al que se envía a personas 
que acaban de estrenar la mayoría de edad o apenas han llegado a po-
nerla en práctica por los delitos que cometieron siendo adolescentes 40. 
La decisión de poder enviarlos a la cárcel a mitad de camino supone 
limitar enormemente — y de forma consciente — el objetivo de tratar 
a quienes cometieron un delito siendo menores de edad con una inter-
vención esencialmente educativa y que disminuya las posibilidades 
de desarrollo de una futura carrera criminal. Sin olvidar que, además, 
se les sitúa en una posición de mucha mayor vulnerabilidad 41.

Como se ha visto, lo que nos demuestran tanto la psicología evo-
lutiva como la neurociencia evolutiva, y que se ha convertido en un 
estándar internacional 42, es que los menores de edad cuentan con unos 
factores cognitivos y volitivos que no cumplen los estándares míni-
mos del derecho penal de adultos 43, y esa es la razón por la cual de-

38  Vid. por todos, Cid Moliné, J. (2007), «¿Es la prisión criminógena?», UNED. RDPC, 
19, p. 450.

39  Gallego Díaz, M. et al. (2010), Andar un km en línea recta, Madrid: Universidad Pon-
tificia de Comillas, p. 249; Ríos Martín, J. (2003), «Realidad penitenciaria: La justicia penal 
vista desde las consecuencias», Cuadernos de Derecho Judicial, (XVII), pp. 486‑490.

40  Sobre los efectos negativos, desocializadores y criminógenos de la cárcel para los meno-
res que son trasladados a ella vid. Cervelló Donderis, V. y Colás Turégano, M. A., (2006), en 
González Cussac, J. L. y Cuerda Arnau, M. L., (coords.), Estudios sobre la responsabilidad 
penal del menor, Universitat Jaume I, Castellón: Servei de Comunicació i Publicacions, 2006, 
pp. 67‑68; Feijoo Sánchez (2019a), «Artículo 13. Mayoría de edad del condenado», en Díaz-
Maroto y Villarejo (dir.), Comentarios a la Ley Reguladora…, op. cit., p. 328; Nistal Burón, 
J. (2007), «El cumplimiento en centros penitenciarios de la medida de internamiento impuesta 
a los menores infractores al alcanzar la mayoría de edad. Problemática jurídica» (6664), p. 15. 
Vid. Patz, J., (2023), op. cit., pp. 797‑798 y 808, en relación con los efectos negativos de enviar 
a menores de edad a cárceles de adultos en Estados Unidos.

41  Pozuelo Pérez, L. (2020), op. cit., p. 188 y, de forma más desarrollada, pp. 183‑187.
42  Así, la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 afirma que «todo niño privado 

de libertad estará separado de los adultos». Por su parte, las Reglas mínimas de las Naciones 
Unidas para la administración de la justicia de menores de 1985 conciben al menor como «todo 
niño o joven que, con arreglo al sistema jurídico respectivo, puede ser castigado por un delito en 
forma diferente a un adulto»; y las Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la 
delincuencia juvenil de 1990 afirman: «Los gobiernos deberán promulgar y aplicar leyes y proce-
dimientos especiales para fomentar y proteger los derechos y el bienestar de todos los jóvenes».

43  Como señala Tamarit Sumalla, J. M., (2001), «El nuevo derecho penal de menores: 
¿creación de un sistema penal menor?», Revista Penal, 8, p. 81, esas facultades cognitivas y 
volitivas, diferentes de las de los adultos, evolucionan gradualmente. Por eso, cuando hablamos 
de la capacidad de culpabilidad en relación con la edad hablamos de una imputabilidad que no es 
estática, sino dinámica; no se trata de un estado, sino de un proceso en el que se van adquiriendo 
paulatinamente capacidades cognitivas y volitivas. Y a lo largo de ese proceso es posible dife-
renciar fases, cuya delimitación varía de una sociedad a otra y de un momento histórico a otro, 
que permiten establecer líneas divisorias en las que el sujeto pasa de ser denominado niño a ser 
denominado adolescente, y de ahí, a adulto —vid. Martín Cruz, A., (2004), Los fundamentos 
de la capacidad de culpabilidad penal por razón de la edad, Granada: Comares, pp. 230‑231 y 
Pozuelo Pérez, L. (2020), op. cit., pp. 178 y 188.
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ben ser tratados penalmente de forma diferente a ellos durante todo 
el tiempo de la condena 44. Los menores entre 14 y 17 no tienen la mis-
ma capacidad de culpabilidad que los adultos; responden penalmente, 
pero su imputabilidad es menor o distinta que la de los adultos; se trata 
de una imputabilidad adolescente, lo que conduce a que tengan que ser 
tratados penalmente de diferente forma 45. Por eso resulta enormemente 
extraña la excepcional previsión de que, a causa de un hecho que fue 
cometido cuando no eran imputables conforme al Código penal, puedan 
ir a la cárcel como quienes cometen delitos siendo adultos imputables 46.

5.	 CONCLUSIONES

Tanto la Psicología como la Neurociencia evolutivas han conse-
guido demostrar que los niños y los adolescentes son diferentes de los 
adultos desde un punto de vista social, psicológico y también neuroló-
gico. Y no se trata de que un adolescente no pueda entender las normas 
o de que no sepa que las está infringiendo. Los adolescentes no tienen 
una menor capacidad intelectiva o cognitiva; simplemente no cuen-
tan con una serie de recursos y de habilidades imprescindibles para 
manejarse ante determinadas situaciones del modo en el que lo haría 
un adulto.

En este sentido, la Neurociencia evolutiva ha demostrado que el 
cerebro de un adolescente se encuentra en un proceso de maduración 
en el que aún no ha podido adquirir las habilidades necesarias para 
desarrollar la capacidad de inhibición o de análisis reflexivo ante de-
terminadas situaciones, lo que les lleva a adoptar decisiones menos 
meditadas y más impulsivas. Los desajustes madurativos que presentan 
diferentes sistemas neurobiológicos en el cerebro de los adolescen-
tes hacen que tengan comportamientos más orientados a la búsqueda 
de sensaciones, a la recompensa inmediata y, por ello, menos reflexi-

44  Como señala García Pérez, O. (2007), «La introducción del modelo de seguridad 
ciudadana en la justicia de menores», en Sola Reche, E. et al. (coords.), Derecho penal y psi-
cología del menor, Granada: Comares, p. 53, la existencia de una justicia de menores se basa 
en el principio de que los delitos cometidos por menores nunca pueden ser tratados como los 
ejecutados por adultos. Vid. también Nistal Burón, J., (2007), op. cit., pp. 11‑13.

45  Sobre el concepto de imputabilidad adolescente y, en general, sobre el debate sobre la 
imputabilidad de los menores de edad, vid. Pozuelo Pérez, L., (2020), op. cit., pp. 175‑181 y 
la bibliografía allí citada.

46  Como señala Feijoo Sánchez, B., (2019a), op. cit., p. 329, con esta decisión del legis-
lador «se cargan los costes del conflicto» al menor que no ha querido colaborar y que no se ha 
esforzado en seguir los objetivos marcados en la sentencia, consiguiéndose el resultado de que 
«por primera vez en la historia del derecho penal español nos encontramos ante dos tipos de 
reclusos: unos que están sufriendo una pena como consecuencia de la comisión culpable de un 
hecho delictivo y otros que — llamativamente — no están por esa razón en el centro peniten-
ciario, sino por no cumplir determinados objetivos en su evolución vital» (ibid., p. 333). Vid. 
También, Pozuelo Pérez L. (2020), pp. 180‑181 y, más ampliamente, pp. 175‑181.
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vos, más impulsivos y más temerarios. Ha demostrado, asimismo, 
que ese proceso madurativo en determinadas regiones del cerebro con-
tinúa a lo largo de la adolescencia y en muchos aspectos no culmina 
hasta la edad adulta. En especial, el córtex prefrontal, donde se coordi-
nan los procesos y habilidades cognitivas necesarias para la capacidad 
de planeamiento o la capacidad de juicio, es una de las últimas áreas 
del cerebro en madurar.

Estas aportaciones han de servir para construir una estructura con-
ceptual de las interacciones entre el cerebro, el comportamiento y el 
contexto social, de modo que puedan tener impacto tanto en los tribu-
nales penales como en el sistema legal de justicia juvenil.

En relación con los tribunales penales, las aportaciones de la 
Neurociencia evolutiva han tenido una creciente presencia en varias 
sentencias de la Corte Suprema de los Estados Unidos, que han termi-
nado conduciendo a los esperanzadores resultados de la declaración 
de inconstitucionalidad (por contradicción con la Octava Enmienda 
de la Constitución de los Estados Unidos, que prohíbe los castigos crue-
les e inusuales) tanto de la pena de muerte como de la pena de cadena 
perpetua sin posibilidad de revisión para quienes cometieron delitos 
antes de cumplir los 18 años.

Respecto al impacto en el sistema legal de justicia juvenil, 
en Estados Unidos y, en concreto, en el Estado de Nueva York, se han 
dado pasos en 2018 y 2019 para elevar la edad penal hasta los 18 años 
a través de la normativa «Raise the Age», bajo la convicción de que 
las investigaciones científicas han demostrado que no funciona pro-
cesar y colocar a los niños en el sistema de justicia penal de adultos. 
Más allá, existen en ese país incluso propuestas de llegar a elevar 
la edad penal a los 21 años, en la medida en la que, como se ha vis-
to, muchos rasgos y características de la adolescencia se mantienen 
más allá de los 18 años, lo que justificaría que, para casos concretos 
entre los 18 y los 21 años, si el delincuente demuestra rasgos que in-
dican que tiene un cerebro inmaduro, el sistema penal pueda tratarle 
como a un menor de edad.

Por lo que se refiere a la LO 5/2000, Reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores, la decisión del legislador de ele-
var la edad penal mínima de 12 a 14 años y la máxima de 16 a 18 
fue acorde con las evidencias aportadas por la Neurociencia evoluti-
va, pues se dejó de intervenir penalmente en la vida de quien es más 
un niño que un adolescente y se mantuvo una respuesta penal para ellos 
diferente a la prevista para los mayores de edad. No merecen una valo-
ración tan positiva las reformas introducidas por la LO 8/2006: en pri-
mer lugar, eliminaron del texto de la ley la posibilidad de aplicar la ley 
penal del menor a quien, bajo determinadas circunstancias, cometiera 
un delito entre los 18 y los 21 años. En segundo lugar, introdujeron 
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la posibilidad de trasladar a un centro penitenciario a quien se le hu-
biera impuesto una medida de internamiento en régimen cerrado por un 
delito cometido siendo menor de edad cuando cumpliera los 18 años 
o los 21 años. En ambos casos hay un apartamiento de lo demostrado 
por la Neurociencia evolutiva, por un lado, al impedir la aplicación 
de una vía que permitiría suavizar la dureza de la intervención penal 
de adultos entre los 18 y los 21 años cuando el sujeto en concreto 
presentara rasgos más acordes con la minoría de edad. Por otro lado, 
se está olvidando el estándar internacional de que los menores de edad 
que cometan un delito deben ser tratados en todo caso atendiendo 
a la edad en la que cometieron el delito, sin olvidarlo en el momento 
en el que cumplan la mayoría de edad. Como se ha visto, la posibili-
dad de cumplir la medida de internamiento en una cárcel de adultos 
les expone a una mayor vulnerabilidad y perjudica sin duda el objetivo 
de proporcionarles una intervención esencialmente educativa que incida 
favorablemente en su vida adulta.
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